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COMUNICACIÓN DE TRANSPARENCIA INTERNACIONAL CANADÁ 
A NOMBRE DE LA SOCIEDAD CIVIL SOBRE CIERTAS DISPOSICIONES 
DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

Antecedentes

El capítulo canadiense de Transparencia Internacional se complace en responder a la oportunidad concedida por el mecanismo de seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) de la Organización de los Estados Americanos y presenta sus comentarios a nombre de la sociedad civil respecto a los puntos seleccionados por el grupo de expertos de la CICC (MESICIC) como “temas de interés común”. Estos temas incluyen los sistemas para la contratación de funcionarios públicos, para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado y los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción. Los temas de interés común seleccionados por el grupo de expertos guardan una importante relación con la buena gobernanza e influyen de manera significativa en ésta. Obviamente, la contratación de personas buenas asegurará que los procesos de contratación y adquisición por parte del Estado también se lleven a cabo con base en el interés público. Además, la retroalimentación de los informantes y las quejas de los ciudadanos privados alertarán al gobierno —y a menudo a los medios de comunicación— respecto a abusos y conductas inapropiadas. Al final de este informe se presentan las acciones de Canadá para tipificar como delitos los actos de corrupción.

Cabe señalar que los estudios e informes solicitados por la OEA cubren principalmente las acciones del gobierno nacional de Canadá y no incluyen a sus jurisdicciones subnacionales, es decir a los diez gobiernos provinciales y a los tres territoriales.

Ésta es la segunda ronda del proceso de seguimiento del MESICIC de la CICC y el segundo informe de TI Canadá. TI Canadá tuvo el placer de reunirse con los miembros del Grupo de Expertos del MESICIC de la OEA en Washington D.C. para responder a las preguntas e inquietudes de sus miembros derivadas del primer informe de Canadá. En esa oportunidad se hizo especial hincapié en el problema de evaluar las medidas para contrarrestar la corrupción gubernamental en los sistemas legislativos “presidenciales” en comparación con los sistemas políticos “parlamentarios”, que son una minoría en las Américas. Predominó también como tema de esa reunión el problema de la excesiva confidencialidad gubernamental. En este sentido, informamos que el Gobierno de Canadá todavía sale mal parado en materia de acceso a la información pública. TI Canadá, junto con otros grupos de la sociedad civil y representantes de los estados miembros también señaló la necesidad de seguir haciendo énfasis en las actividades gubernamentales de combate a la corrupción —en todos los niveles— y en especial en las tres áreas cubiertas por el presente cuestionario e informe, es decir, la contratación de funcionarios públicos, la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado y la cuestión de los “informantes”. Como respuesta a presiones de instituciones financieras y entes multilaterales se propuso el financiamiento de los partidos políticos como tema que merece ser analizado, así como la necesidad de poner mayor énfasis en el cumplimiento de las leyes y normas existentes.

Una nueva administración gubernamental ha asignado alta prioridad a las medidas e instituciones nuevas para fortalecer la rendición de cuentas del gobierno. Se han introducido numerosas leyes y nuevos entes y se han hecho cambios significativos en las leyes, normas y maquinaria canadienses en materia de integridad, rendición de cuentas y fiscalización. La implementación de estos cambios continúa.

1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos

Introducción

Es importante recordar que la contratación de empleados públicos, los nombramientos y los ascensos en el servicio público han sido y siguen siendo uno de los principales botines políticos en todos los países del mundo. El clientelismo político, es decir, la contratación de miembros de un partido político (a menudo candidatos derrotados), así como el nombramiento de colegas y amigos (“compadrazgo”) y parientes (nepotismo) sigue existiendo en Canadá, aunque de manera restringida. En Canadá, estas restricciones han variado con el tiempo en cuanto a los sectores del servicio público controlados por instituciones formales a cuyo cargo corre la responsabilidad de contratar a los servidores públicos y aquellas que no la tienen. Los principales agentes en el proceso formal son:

La Oficina del Consejo Privado, que se encarga de la selección, gestión y desarrollo de los líderes de más alto nivel en el Servicio Público, y que apoya al secretario como Jefe del Servicio Público; y la Secretaría del Gabinete y sus comisiones. El Gabinete y el Primer Ministro siguen seleccionando y nombrando a todos los altos funcionarios mediante “Orden en Consejo”. Recientemente se intentó establecer una nueva comisión para nombramientos de altos puestos, pero se pospuso. La labor de la Oficina del Primer Ministro está estrechamente relacionada con la Oficina del Consejo Privado.

La Agencia de Gestión de los Recursos Humanos del Servicio Público de Canadá, creada en 2003, tiene a su cargo el liderazgo y los servicios de planeación de recursos humanos, rendición de cuentas, modernización, equidad en el empleo, valores y ética e idiomas oficiales, así como las políticas y salarios de ejecutivos, políticas de aprendizaje y administración de programas de desarrollo. El papel de esta agencia está en proceso de transición.

La Secretaría de la Junta del Tesoro que, entre sus muchas otras responsabilidades, 
administra pensiones, servicios médicos y dentales, relaciones laborales, salarios y establecimiento de los términos y condiciones de empleo y actúa como “patrón” del Servicio Público para los fines de aprobación de la organización y dotación de personal de los departamentos y de la mayoría de las instituciones, estableciendo condiciones de servicio y salarios y negociando contratos colectivos. El papel de esta institución como parte de las autoridades a cargo del personal está en proceso de revisión.

La Escuela del Servicio Público de Canadá, responsable de la capacitación y el desarrollo profesional, incluyendo el desarrollo del liderazgo y la enseñanza de idiomas para todos los niveles del Servicio Público.

La Comisión del Servicio Público, tradicionalmente la principal agencia de reclutamiento y contratación de personal y cuyo papel más crucial ha sido la protección y el apoyo a la integridad del sistema de contratación basado en méritos. En los últimos años, la influencia y el papel de la Comisión del Servicio Público han cambiado drásticamente.

Desde 1917 el gobierno federal de Canadá ha dotado de personal a sus departamentos y a su maquinaria administrativa utilizando sistemas de selección y promoción competitivos basados en la aplicación del principio de méritos. El sistema de méritos ha sido la base para un servicio público nacional competente, profesional y no partidista durante casi un siglo. Desempeña un papel fundamental, no solamente porque protege contra el clientelismo político, sino también porque asegura que los empleados son contratados y pueden ascender por su capacidad de realizar su trabajo y no por favoritismos personales. El sistema de méritos refleja un compromiso con los valores fundamentales del servicio público y se compone de algo más que el simple principio de méritos en sí. Asegura que las decisiones sobre personal se basen en un trato justo y equitativo de todos los solicitantes, pero reconoce que los requisitos y necesidades de personal no se mantienen constantes en todas las áreas del servicio público y que en las prácticas del gobierno se aplicarán una variedad de enfoques para la dotación de personal. Los subministros son los responsables de asegurar que los nombramientos se efectúen con base en méritos y pueden delegar la responsabilidad y la rendición de cuentas dentro de sus ministerios a través de la Matriz de Delegación de Facultades. Los delegados tienen la responsabilidad de asegurar que pueden comprobar la prueba de méritos.

Los factores que se consideran han incluido:

· Educación

· Experiencia

· Conocimientos

· Habilidades y competencias

· Desempeño en empleos anteriores

· Años de “servicio continuo” en el servicio público

Con el tiempo, la aplicación del principio de méritos y el desarrollo de pruebas, entrevistas y otros métodos eficaces para evaluar estos factores han provocado que los procesos de selección y prueba lleguen a ser muy onerosos, y el reclutamiento y nombramiento rutinarios de empleados para que hagan su trabajo ha sufrido grandes retrasos debido a las numerosas apelaciones de candidatos decepcionados. Hasta la fecha, el principal cambio que ha sufrido este proceso ha sido el de conferir mayor libertad a los gerentes de los departamentos en la contratación al extender e incrementar la delegación de las atribuciones de la agencia central de reclutamiento —la Comisión del Servicio Público— a la gerencia de los departamentos.

Otros esfuerzos para modernizar el proceso de contratación se han relacionado con cambios importantes en la legislación canadiense, entre los que se incluyen la revisión de la Ley de Empleo en el Servicio Público (PSEA), aprobada como parte de la Ley de Modernización del Servicio Público (Public Service Modernization Act, PSMA). La PSMA, que recibió la Aprobación Real el 7 de noviembre de 2003, se venido implementando por etapas.

La intención de la PSEA revisada es modernizar el sistema de dotación de personal del servicio público estableciendo claramente las responsabilidades y eliminando ineficiencias en el sistema, a la vez que se retienen los valores fundamentales de mérito, apartidismo, excelencia, representatividad y capacidad de servir al público con integridad y en el idioma oficial de su elección.

Puesto que la agencia central —la Comisión del Servicio Público— ha perdido participación directa en los procesos de selección, tiene necesariamente que fortalecer su capacidad de auditoría, vigilancia y supervisión. Para ello se requieren registros adecuados y se debe aumentar la dotación de personal de investigación.

En este mismo sentido, el Gobernador en Consejo (el Gabinete) ha asignado a la Comisión la función de investigar quejas individuales de hostigamiento en el lugar de trabajo. El área de investigación de la Comisión del Servicio Público puede también ahora aceptar quejas respecto a asuntos como:

· Competencias abiertas

· Administración de las listas de elegibilidad

· Situación de individuos excedentes y administración de su prioridad para ser recontratados

· Orden de mérito inverso

· Cualquier otro asunto bajo la jurisdicción de la Comisión del Servicio Público

(Cabe señalar que en el gobierno federal estadounidense todas las dependencias importantes tienen una Inspectoría General que cuenta con investigadores capacitados responsables de investigar irregularidades y denuncias de corrupción en su dependencia y generalmente rinden informes sobre los resultados al Congreso. Canadá tiene unas cuantas “Inspectorías generales”, pero se utilizan principalmente como “Defensorías” de los departamentos o agencias). Las investigaciones se inician normalmente tras una queja o apelación. En seguida se presentan algunos ejemplos del número y frecuencia de dichas quejas (véase el Informe Anual de la Comisión del Servicio Público 2005-2006).

	Investigaciones
Número de quejas recibidas, casos abiertos (con tipo de queja) y casos cerrados (con resultados)

	

Período
	

Quejas Rec.
	Casos abiertos
	Casos cerrados

	
	
	Total
	Orden de mérito inverso
	Hostiga-miento

	PSEA/
Otros
	Total
	Fundado
	Infundado

	Resuelto
	Otros

	1996-1997
	1 178
	472
	221
	146
	157
	431
	116
	131
	61
	123

	1997-1998
	973
	572
	29
	211
	380
	497
	191
	122
	73
	107

	1998-1999
	710
	321
	8
	181
	313
	441
	97
	162
	79
	103

	1999-2000
	689
	278
	2
	119
	157
	445
	57
	159
	97
	132


De las quejas recibidas, en 1998-99 se aceptaron el 45% para ser investigadas en comparación con el 59% en 1997-98. Además, en 1998-99, el 22% de los casos completados se declararon fundados, en comparación con el 38% en 1997-98. El 41% se resolvieron o retiraron, en comparación con el 36% en 1997-98.

	Cuadro 14(a): Apelaciones
Número de procesos de selección apelados y cerrados, con número y porcentaje de aceptados
	 
	Cuadro 14(b): Apelaciones
Número de decisiones tomadas, tiempo promedio para emitirlas, con número y porcentaje de las emitidas dentro del tiempo normal 

	Período
	Apeladas
	Cerradas
	Aceptadas
	
	Período
	Número de decisiones
	Tiempo prometido para emitirlas
	Dentro del tiempo normal

	
	
	
	Número
	%
	
	
	
	
	Número
	%

	1996-1997
	1 252
	1 246
	129
	10.4
	
	1996-1997
	456
	7.8
	373
	81.2

	1997-1998
	1 853
	1 623
	139
	8.6
	
	1997-1998
	575
	9.4
	426
	74.1

	1998-1999
	1 729
	1 202
	179
	14.9
	
	1998-1999
	783
	13.3
	518
	66.1

	1999-2000
	1,499
	1,117
	126
	11.3
	
	1999-2000
	550
	13.8
	407
	74


En 1998-99 se aceptaron aproximadamente el 15% de las apelaciones completadas contra procesos de selección (Cuadro 14a).

En 1998-99, el 66% de las decisiones se emitieron dentro del tiempo normal del servicio, de diez días hábiles (Cuadro 14b).

En 1998-99 se emitieron 27% más decisiones que en 1997-98 y 42% más que en 1996-97 (Cuadro 14b).

	Cuadro 14(c): Apelaciones
Número de apelaciones presentadas y decididas (con resultados)

	Período
	Apelaciones presentadas (abiertas)
	Apelaciones decididas (cerradas)
	Aceptadas
	Desestimadas
	Retiradas
	Sin derecho de apelación

	
	
	
	
	
	No.
	%
	

	1996-1997
	3 451
	2 965
	602
	481
	1 398
	47.2
	484

	1997-1998
	5 430
	4 829
	337
	1 154
	2 951
	61.1
	387

	1998-1999
	4 900
	3 761
	511
	633
	2 099
	55.8
	518

	1999-2000
	3,979
	2,563
	239
	422
	1,517
	59.2
	385


En 1998-99 se aceptaron el 14% de las apelaciones decididas, el 17% se desestimaron, el 14% no tenían derecho de apelación y aproximadamente el 56% se retiraron.
	Cuadro 15: Cambios de puesto
Número de quejas, número de cambios de puesto sujetos a quejas y número de casos cerrados (con resultados)

	Período
	Quejas
	Cambios de puesto sujetos a quejas
	Cerradas
	Fundada
	Infundada

	Fuera de jurisdic-ción
	Retiradas
	Decisiones

	1996-1997
	122
	61
	55
	8
	30
	7
	10
	45

	1997-1998
	101
	63
	52
	5
	14
	7
	15
	26

	1998-1999
	74
	46
	44
	8
	13
	14
	9
	27

	1999-2000
	31
	30
	18
	2
	6
	6
	4
	11


Asimismo, en las recientes enmiendas de 1992 a esta ley, el Parlamento amplió las funciones de la Comisión en materia de recursos interpuestos y la facultó a adoptar o a ordenar a un subdirector que adopte medidas correctivas adecuadas, determinadas por la Comisión, tras haber llevado a cabo una investigación y elaborado un informe de conformidad con la sección 7.3(1). Además, en 1992 se le confirió a la Comisión la facultad de revisar los requisitos que los departamentos establezcan para los nombramientos y de asegurarse de que estos requisitos sirvan como base para la selección con base en méritos. La ley ahora reconoce para las quejas respecto a cambios de puesto una versión moderna de la interposición de recursos en la que se hacen los mayores esfuerzos por dejar que la facultad de tomar las decisiones recaiga en el subdirector. A pesar del impulso que actualmente existe por hacer que los subdirectores no sólo sean responsables de la dotación de personal dentro del servicio público, sino que además tengan que rendir cuentas de las decisiones que tomen en el ejercicio de esta facultad delegada, la ley perpetúa el modelo histórico de la interposición de recursos.

La Comisión y los afectados por las vías para la interposición de recursos disponibles con base en esta ley se ven obligados a encontrar mecanismos alternos para resolver sus controversias que no violen el derecho de la persona de apelar o de solicitar una investigación y que no violen tampoco el mandato legal de la Comisión.

Dentro del marco jurídico actual, la Comisión no puede delegar ni eludir de ninguna otra manera su participación en los recursos interpuestos, y hay una buena razón para ello. Solamente a través de la influencia de una autoridad que tome una decisión en última instancia y de la posibilidad de ordenar a los subdirectores que adopten medidas correctivas cuando sea necesario, podrá la Comisión cumplir su mandato legal. Tras esta devolución de facultades centrales se han aplicado medidas especiales en los procesos de selección para reclutamiento y ascenso a fin de otorgar mayor representación a las mujeres, las minorías visibles y los candidatos capaces de trabajar eficientemente en ambos idiomas oficiales del país, lo cual ha generado cierta mejoría en la burocracia representacional por méritos de Canadá que refleja la diversidad de la sociedad multicultural canadiense.

Excepciones 

Es importante tomar en cuenta las excepciones a este proceso. En primer lugar, particularmente durante los años cincuenta se dio preferencia especial para la contratación a los veteranos de la Segunda Guerra Mundial. Además, se han hecho esfuerzos especiales para dar cabida a los pueblos indígenas. La enseñanza de idiomas es rutinaria en todos los altos niveles. Una laguna jurídica importante en el proceso de dotación de personal es el uso de empleados “temporales” para evitar las estrictas condiciones de contratación. Existen numerosos casos de empleos temporales “a largo plazo”. Durante un tiempo se dio preferencia de contratación al personal ministerial durante un año después de su separación del personal del ministro correspondiente. Esta práctica fue eliminada, pero no antes de que más de 100 empleados aprovecharan la oportunidad. En el Informe anual 2005-2006 de la Comisión del Servicio Público se señala que dos personas empleadas en las oficinas de los ministros habían sido nombradas para puestos “fantasma” en el servicio público. Estos nombramientos se oponen al valor de apartidismo del servicio público y constituyen una aplicación incorrecta de la autoridad delegada. Debido al interés del Parlamento por este asunto, la Comisión del Servicio Público considera prioritario determinar si estos casos fueron incidentes aislados o sintomáticos de una práctica más extendida. En investigaciones que llevó a cabo la Comisión del Servicio Público en 2005-2006 se descubrió que dos personas empleadas en oficinas de ministros pero ausentes con licencia del servicio público, habían sido nombradas en puestos “fantasma”. En lugar de cumplir las funciones de estos puestos, los habían dejado de inmediato con licencia para volver a ocupar su cargo dentro del personal ministerial. La Comisión del Servicio Público concluyó que los nombramientos para estos puestos “fantasma” constituían uso incorrecto de la autoridad delegada. Los nombramientos fueron revocados. En los últimos diez años, alrededor de 100 servidores públicos han trabajado en oficinas de ministros ininterrumpidamente. Esta situación no está controlada o vigilada, una deficiencia que es necesario abordar.

Dice un antiguo proverbio: “Si abrimos la ventana para dejar entrar el aire, hay que tener cuidado, porque podrían también entrar las moscas.”

2. Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado

La adquisición de bienes y servicios en el gobierno federal de Canadá tradicionalmente ha seguido un proceso sencillo y estándar de ofertas competitivas entre proveedores mediante “licitaciones” o solicitudes de bienes y servicios divulgadas por los departamentos o la entidad central de adquisiciones, el Departamento de Obras Públicas y Servicios Gubernamentales (Public Works and Government Services Canada). Existe una lista de “topes” que especifica qué institución o persona pueda autorizar o aprobar contratos o gastos en bienes y servicios según su monto.

La adquisición de equipo militar y municiones, así como de bienes y servicios para “emergencias” se excluyen generalmente de las prácticas normales de adquisición por parte del Estado.

La Ley de Administración Financiera se concentra en los aspectos financieros del gobierno, que incluyen el pago de bienes y servicios. La reciente Ley Federal de Rendición de Cuentas aumenta la responsabilidad de rendición de cuentas de los servidores públicos federales y reduce las posibilidades de que se cometan acciones incorrectas. La Ley Federal de Rendición de Cuentas también ha dispuesto la creación de un nuevo cargo —el de defensor o auditor de adquisiciones— para investigar quejas respecto a adquisiciones federales. También existe la Ley de Competencia, con la que se intenta evitar la connivencia entre empresas.

En lo relativo a las licitaciones públicas, la tendencia en todos los órdenes del gobierno —federal, provincial, ayuntamientos y municipios— ha sido y sigue siendo la de cambiar a un sistema de licitación electrónico, con el que se eliminan las listas de proveedores que se solían crear para las licitaciones y se reducen las posibilidades de tratos preferenciales. Estas oportunidades de licitación se publican en boletines electrónicos de adquisición. La finalidad es que las empresas se mantengan al tanto de las oportunidades de adquisición y decidan por sí mismas si cumplen los requisitos para presentar una oferta.

Las oportunidades de adquisición que no se abren a licitación pública generalmente corresponden a unas cuantas categorías, que en general son las mismas en todos los órdenes del gobierno.

La primera son las adquisiciones que se consideran de un valor monetario tan bajo que el costo del proceso competitivo sería demasiado alto en consideración de los resultados. Las adquisiciones de este tipo se negocian directamente con los proveedores. En el caso del gobierno federal, las adquisiciones de bajo valor monetario superiores a $10,000 deben publicarse de todas maneras, para asegurar la transparencia.

La siguiente categoría son los bienes o servicios exclusivos, de los que existe un solo proveedor. Excepto cuando se trata de operaciones de bajo valor monetario, la tendencia es publicar un aviso de la adquisición de una sola fuente en el sistema de boletín electrónico, para fines de transparencia.

La tercera categoría son los casos de emergencia. Un ejemplo sería una inundación o una falla eléctrica generalizada. En estos casos, las adquisiciones requeridas no pueden esperar a que se efectúe un proceso de licitación competitiva normal. Sin embargo, estos contratos con un solo proveedor siguen siendo sujetos de información pública.

La cuarta categoría son las adquisiciones confidenciales, que no se publican en el sistema de boletín electrónico y de las que no existe un registro público. Aunque no hay estadísticas que indiquen qué tan comunes son las adquisiciones de este tipo, no se cree que sean significativas.

En todos los órdenes del gobierno, los procesos de adquisición incluyen en sí medios de fiscalización. Aunque los procedimientos son distintos en los diferentes niveles y áreas del gobierno, los mecanismos existentes son similares en general. Las adquisiciones por montos de bajo valor son aprobadas directamente por la autoridad adquirente. Al aumentar el valor de la adquisición, es necesario referirla a niveles más altos. Para valores monetarios altos generalmente existe una junta de revisión que analiza la adquisición en su totalidad para asegurar que cumpla las normas. Por último, para las adquisiciones de mayor monto se requiere la aprobación a niveles políticos, como el consejo municipal o el ayuntamiento, o ministeriales, en los casos de orden provincial o federal. Todo esto explica que los sistemas están diseñados con mecanismos de fiscalización que aseguran un control adecuado del gasto público.

Conforme ha ido aumentando el uso de los boletines electrónicos en todos estos niveles, los registros de contratistas tradicionales se han ido reduciendo o eliminando. En algunos sistemas electrónicos, los contratistas pueden registrarse personalmente y especificar los bienes o servicios que pueden proveer.

En materia de servicios se ha dado una tendencia un tanto preocupante según la cual los gobiernos anuncian sus necesidades generales y establecen una lista de proveedores que podrían cubrir estas necesidades en el futuro. En estos casos la licitación posterior se limita a los proveedores aprobados previamente, sin importar el monto de la adquisición requerida. Con ello se tiende a favorecer a las empresas grandes existentes por sobre las empresas pequeñas, que podrían cubrir las necesidades a menor costo.

Esto no ocurre en la adquisición de bienes, pues el precio tiende a ser el factor decisivo una vez cumplidas las especificaciones.

Como se dijo antes, la tendencia en todos los órdenes del gobierno es a usar los boletines electrónicos para anuncios o licitaciones. Además, normalmente las adjudicaciones se convierten en información pública a través de estos boletines o por otros medios.

La naturaleza de los procesos de licitación ha cambiado al convertirse ésta en la norma, por lo que las diversas instituciones adquirentes han tenido que definir más minuciosamente los criterios de selección. No es inusual tampoco que durante el período de licitación se reciban comentarios respecto a sesgos percibidos en las evaluaciones. Los procesos de licitación electrónica permiten a las empresas estudiar las adquisiciones requeridas y señalar errores en el proceso de adquisición o el uso de términos de exclusividad cuando se necesitan solamente requisitos genéricos de evaluación.

Ha habido varias formas distintas en que se ha podido combinar la evaluación de precio, calidad y experiencia. Un elemento que tienen en común todas estas formas de combinación es que pueden adaptarse para considerar la importancia relativa de cada uno de los elementos en una adquisición específica.

Recursos de impugnación.

Hay muchas formas en que puede impugnarse una licitación o una selección en los procesos de adquisición del sector público.

Durante el período de licitación se pueden impugnar los criterios de evaluación y selección mediante cuestionamientos. Las respuestas pasan a ser información pública y pueden utilizarse posteriormente como “pruebas” en caso necesario.

Una vez efectuada la selección, puede impugnarse la oferta ganadora si existen sospechas de irregularidades.

En primer lugar se pide que el gerente o jefe directo del empleado responsable del proceso de licitación investigue. Además, o subsecuentemente, se puede pedir también una investigación por parte del más alto funcionario burocrático del departamento adquirente.

A nivel federal existe el Tribunal Canadiense de Comercio Internacional (CITT) ante el cual se pueden presentar las quejas. El CITT investiga y emite opiniones. La Ley Federal de Rendición de Cuentas establece también la función del auditor de adquisiciones con la responsabilidad de investigar, aunque todavía no se ha cubierto este puesto. Los auditores también pueden desempeñar un papel importante en este tipo de recursos.

Para adquisiciones a nivel de provincias, municipios y ayuntamientos existe un defensor o auditor a quien se le puede solicitar una investigación.

Todos estos son niveles de recurso burocráticos. Existen también los niveles políticos.

Se puede solicitar la investigación por parte del funcionario político, normalmente el ministro responsable del proceso. En seguida está el miembro del gobierno en donde reside la empresa (y el orden del gobierno correspondiente) al cual se le puede pedir que actúe a favor de su representado.

Cuando existe una política de partidos se le puede dar la información al partido o partidos de oposición para que planteen públicamente los cuestionamientos.

Además existen las asociaciones comerciales, que pueden representar a sus miembros en todos estos casos.

Además existen los medios de comunicación. Las partes afectadas pueden plantear sus quejas directamente a los medios de comunicación y asegurar así que las irregularidades percibidas se difundan. Los políticos son sensibles a los medios de comunicación, lo cual puede ser útil para un caso de este tipo.

El 17 de septiembre de 2007 el gobierno designó a un Defensor en Materia de Adquisiciones y se anunció un nuevo Código de Conducta en Materia de Adquisiciones. Se han planteado cuestiones relacionadas con la rendición de cuentas de los Ministros dentro de este nuevo sistema, mismas que están bajo análisis.

El nuevo Código de Conducta en Materia de Adquisiciones

El nuevo Código de Conducta en Materia de Adquisiciones entró en vigor en febrero y marzo de 2007. El gobierno afirma que “El Código es una medida importante para fomentar una relación más sólida entre el gobierno y el sector privado, a la vez que se asegura que esta relación se base en la transparencia, la rendición de cuentas y la más elevada conducta ética”.

3. PROTECCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIAN ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)

En Canadá, la nueva Ley Federal de Rendición de Cuentas recién aprobada continúa una lenta evolución en la protección de los informantes. Sin embargo, esta ley solamente ofrece protección a los servidores públicos federales. Se crea una nueva Oficina del Comisionado de Integridad para supervisar estas actividades, aunque su establecimiento está todavía en proceso. No existen pruebas todavía de que esta nueva ley vaya a dar buenos resultados. No obstante, la existencia de la ley en sí es indicación de que están ocurriendo cambios.

En Canadá existen pocos mecanismos formales para denunciar conductas inapropiadas fuera de los canales normales. Así pues, en la mayoría de los casos es imposible proteger la identidad de los informantes. La mayoría de los informantes, especialmente cuando intentaron ya corregir el problema a través de los canales normales, son fácilmente identificables. El peso de la prueba de amenazas o represalias recae todavía en los informantes y éstos generalmente no tienen acceso a archivos o información que les puedan ofrecer protección o que demuestren que ocurrieron las amenazas o represalias. Sin ellos, los informantes quedan en situación desprotegida y aislada (véase más adelante la nueva legislación).

La Ley de Protección de Funcionarios Públicos Denunciantes (PSDPA)

Recientemente se ha aprobado nueva legislación para proteger a los informantes. El propósito de la Ley de Protección de Funcionarios Públicos Denunciantes (PSDPA) es animar a los empleados del sector público a hacer una denuncia si tienen razones para sospechar que ha ocurrido alguna conducta inapropiada grave, y prohibir que se tomen represalias en su contra si lo hacen. También prevé un proceso justo y objetivo para aquellos a quienes se refiere la denuncia.

La PSDPA fue enmendada a través de la Ley Federal de Rendición de Cuentas, que recibió la Aprobación Real el 12 de diciembre de 2006. La PSDPA entró en vigor el 15 de abril de 2007. La Agencia del Servicio Público de Canadá tiene a su cargo dirigir y apoyar a las organizaciones en la aplicación de la PSDPA.

La PSDPA se aplica a todos los empleados de los departamentos, agencias, empresas de servicios públicos, juntas de conciliación, agencias independientes con empleados, empresas estatales y administraciones de tribunales y a sus altos ejecutivos (directores de los departamentos o agencias), así como a los miembros de la Real Policía Montada de Canadá (RCMP). Están excluidos de esta ley los Ministros y sus equipos de planta, los miembros de las juntas directivas de las empresas estatales, el Parlamento y sus instituciones, los jueces nombrados a nivel federal, el Servicio de Inteligencia de Seguridad Canadiense (CSIS), el Centro de Seguridad de las Telecomunicaciones (CSE) y las Fuerzas Armadas Canadienses. Sin embargo, el CSIS, el CSE y las Fuerzas Armadas tienen la obligación de establecer regímenes comparables de protección de denunciantes.
Definición de conductas inapropiadas:
La ley describe como conductas inapropiadas: la contravención de cualquier Ley del Parlamento o de la legislatura de una provincia o de cualquier reglamento basado en cualquiera de estas leyes; el mal uso de fondos o activos públicos; la mala administración grave en el sector público federal; la infracción grave de un código de conducta; algún acto u omisión que genere un riesgo substancial y específico a la vida, la salud y la seguridad de los canadienses o del medio ambiente; y ordenar o proponer a una persona con conocimiento de causa que cometa una conducta inapropiada.

Definición de represalia:

Se define como represalia cualquiera de las siguientes medidas adoptada contra una persona que ha efectuado una denuncia protegida o que ha cooperado en una investigación, incluidas las medidas disciplinarias: el descenso o cesación de su empleo, la adopción de cualquier medida que afecte negativamente sus condiciones de trabajo o empleo, la amenaza de cualquiera de esas acciones u ordenar a otra persona que las realice.

Confidencialidad:

Los ejecutivos en jefe deben proteger, sujetos a cualquier otra Ley del Parlamento y a los principios de justicia procesal y natural, la identidad de las personas que participan en los procesos de denuncia y establecer procedimientos que aseguren la confidencialidad de la información obtenida en relación con las denuncias a que se refiere esta ley. El Comisionado de Integridad del Sector Público (PSIC), nombrado con base en esta ley, es responsable de asegurar que se respete el derecho de justicia procesal y natural de todas las personas que participen en investigaciones (véase más adelante). Es obligación del PSIC proteger, hasta el máximo posible, la identidad de todas las personas involucradas en el proceso de denuncia. El PSIC debe también establecer procedimientos para asegurar la confidencialidad de la información obtenida en relación con denuncias o investigaciones.

El proceso de denuncia:
Los servidores públicos pueden plantear una denuncia ante el PSIC o internamente a su supervisor o al alto funcionario designado en la ley para ese fin. En la Parte II de la Ley de Averiguaciones se le confieren al PSIC atribuciones de investigación.

1. Todos los ejecutivos en jefe del sector público federal deben designar a un alto funcionario y establecer un mecanismo de denuncia interno excepto si por el tamaño de la institución no resulta práctico hacerlo.

2. Cuando un servidor público plantea una denuncia ante el PSIC, éste investigará la supuesta conducta inapropiada, elaborará un informe sobre sus hallazgos y recomendará medidas correctivas al ejecutivo en jefe que corresponda.

3. Un servidor público puede hacer una denuncia pública solamente si no hay tiempo suficiente para hacerla a través del proceso interno o plantearla ante el PSIC y dicho servidor público tiene bases razonables para creer que existe una infracción grave de la legislación federal o provincial o peligro inminente de un riesgo substancial y específico a la vida, la salud y la seguridad de los canadienses o del medio ambiente.

4. Cualquier persona puede informar al PSIC sobre una conducta inapropiada en el sector público o en relación con él, y el PSIC puede investigar dicha denuncia.

El proceso de protección contra represalias:

1. El PSIC recibe todas las denuncias sobre represalias de los servidores públicos.

2. En caso de que el PSIC decida procesar la denuncia, designará a una persona como investigador. En cualquier momento durante el transcurso de la investigación, el investigador puede recomendar al PSIC la designación de un conciliador para intentar alcanzar un acuerdo.

3. Una vez que haya recibido el informe de la investigación, si el PSIC lo considera meritorio, puede solicitar al Tribunal de Protección de Funcionarios Públicos Denunciantes que determine si se tomó o no una represalia en contra del denunciante.

4. A solicitud del PSIC, si el Tribunal, integrado por jueces de la Corte Federal o de las cortes superiores provinciales, determina que la represalia de hecho ocurrió, puede ordenar la adopción de medidas correctivas, entre ellas:

· Permitir que el denunciante vuelva a sus funciones.

· Rehabilitar al denunciante en su cargo o pagar una compensación en lugar de la rehabilitación en caso de que no se pueda restablecer la relación de confianza entre las partes.

· Pagar una compensación al denunciante por un monto no mayor al equivalente a cualquier sanción financiera o de otra índole que se le haya impuesto.

· Rescindir cualquier medida disciplinaria.

· Pagar al denunciante un monto igual a los gastos o pérdidas financieras en que haya incurrido como resultado directo de la represalia.

· Compensar al denunciante en un monto no superior a $10,000 por sufrimientos y molestias experimentados como resultado de la represalia.

5. El Tribunal puede ordenar también la adopción de medidas disciplinarias contra las personas que haya determinado como responsables de una represalia.

6. Los servidores públicos pueden optar por tramitar una queja formal respecto a la represalia, pero solamente pueden usar uno de los mecanismos. De hecho, el Comisionado no puede dar trámite a una queja cuyo asunto esté bajo proceso por otra persona o institución con base en otra Ley del Parlamento o en un contrato colectivo.

Protección contra represalias para personas que no son servidores públicos:
Protección para todos los empleados

Se prevé la protección contra represalias para todos los empleados (no sólo los servidores públicos) que suministren información sobre supuestas conductas inapropiadas en el sector público.

Está prohibido que un patrón tome represalias contra un empleado que haya denunciado conductas inapropiadas en el sector público federal ante el Comisionado.

Protección para los contratistas

Se prohíbe a los servidores públicos tomar represalias contra contratistas, incluidos los receptores de donaciones y contribuciones, por denunciar conductas inapropiadas en el gobierno ante el Comisionado. El PSIC, o el alto ejecutivo, rendirá un informe sobre los hallazgos de las investigaciones y, en su caso, recomendará medidas correctivas al ejecutivo en jefe que corresponda.

· El PSIC puede rendir informes especiales al Parlamento y debe elaborar un informe anual al Parlamento.

· El PSIC debe informar al Parlamento sobre cualquier conducta inapropiada detectada dentro de un plazo de 60 días.

· Los ejecutivos en jefe deben informar públicamente sobre conductas inapropiadas detectadas.

· La CPSA debe rendir un informe anual al Parlamento sobre las denuncias ocurridas en la totalidad del sector público.

Asesoría jurídica:
El PSIC puede suministrar asesoría jurídica a cualquier participante en un proceso con base en la PSDPA hasta por $1,500 ($3,000 cuando en opinión del PSIC las circunstancias son excepcionales) para aquellas personas que no tienen acceso a asesoría jurídica por otros medios, sin costo para dicho participante.

Funciones de los agentes negociadores y sindicatos:

Derecho de representación

Durante el proceso de denuncia, los servidores públicos tienen derecho de ser representados por cualquier persona para responder a cualquier denuncia que pueda dar como resultado un informe o recomendación del Comisionado que le afecte negativamente o en caso de que el Comisionado los cite para que suministren información.

Los servidores públicos tienen derecho de ser representados por cualquier persona durante todo el proceso de denuncia por represalias.

Los servidores públicos pueden consultar a su agente negociador en cualquier momento durante un proceso con base en la PSDPA.

El Comisionado de Integridad del Sector Público (Public Sector Integrity Canada)
El mandato del nuevo Comisionado de Integridad del Sector Público figura en la Ley de Protección de Funcionarios Públicos Denunciantes, que entró en vigor el 15 de abril de 2007.

El Comisionado y su mandato estipulan una forma y un mecanismo para que los servidores públicos denuncien conductas inapropiadas en su lugar de trabajo, así como para ser protegidos de represalias por hacerlo. Este mandato tiene cinco áreas de responsabilidad principales:

· Recibir denuncias de conductas inapropiadas en el sector público o en relación con él efectuadas por servidores públicos y otros canadienses.

· Investigar estas denuncias y rendir informes sobre sus hallazgos al ejecutivo en jefe que corresponda, los que podrán incluir también recomendaciones para dicho ejecutivo en jefe sobre la adopción de medidas correctivas.

· Hacer cumplir la prohibición de represalias recibiendo cualquier denuncia de represalias de los servidores públicos.

· Investigar denuncias de represalias, lo que podrá incluir intentos de conciliación para resolverlas o, de no lograrse por este medio, la solicitud al Tribunal de Protección de Funcionarios Públicos Denunciantes para que determine si de hecho ocurrieron dichas represalias y ordene las medidas correctivas apropiadas. 

· Rendir informes al Parlamento.

El Comisionado también está facultado a prestar asesoría jurídica hasta por $1,500 a los servidores públicos y a cualquier canadiense que pueda estar considerando denunciar conductas inapropiadas. El acceso a la asesoría jurídica puede extenderse a los servidores públicos que estén considerando denunciar represalias ante el Comisionado, así como a cualquier persona involucrada en una investigación o proceso con base en la Ley de Protección de Funcionarios Públicos Denunciantes.

El Comisionado está designado como agente del Parlamento por Orden en Consejo aprobada por resolución de ambas cámaras parlamentarias. El Comisionado reporta directamente al Parlamento y tiene el rango y todas las atribuciones y responsabilidades de un subdirector de departamento.

Apoya las labores del Comisionado un Subcomisionado, al que le puede delegar la totalidad o cualquiera de sus responsabilidades, excepto la facultado de rendir informes a los ejecutivos en jefe y al Parlamento. La Oficina del Comisionado, Public Sector Integrity Canada, suministra apoyo administrativo, investigativo y jurídico para el trabajo del Comisionado y el Subcomisionado.

4. Tipificación de los actos de corrupción

Canadá cuenta con una amplia variedad de medidas diseñadas para asegurar la integridad en la vida pública. Además, el gobierno canadiense apoya activamente los esfuerzos internacionales de combate a la corrupción.
El gobierno federal de Canadá reglamenta la corrupción potencial a través de una combinación de leyes federales, reglas parlamentarias y disposiciones administrativas. La naturaleza de la autoridad rectora depende en general del tipo de cargo público en cuestión y esta autoridad rectora puede involucrar una combinación de leyes, reglamentos y disposiciones administrativas. Asimismo, el Auditor General de Canadá, un órgano independiente, rinde informes anuales a la Cámara de los Comunes.

El Código Penal de Canadá tipifica los delitos de cohecho (secciones 119 y 120), fraude al gobierno (sección 121), fraude o abuso de confianza en relación con los deberes del cargo (sección 122), corrupción municipal (sección 123), compra o venta de puestos (sección 124), influencia o negociación de designaciones o trata de cargos (sección 125), posesión de bienes o productos del delito (sección 354), fraude (sección 380), comisiones secretas (sección 426) y lavado de productos del delito (sección 462.31).

Los miembros de las fuerzas armadas canadienses están sujetos a las mismas disposiciones del Código Penal de Canadá que los civiles. La Ley de la Defensa Nacional (National Defence Act) tipifica también delitos como la venta deshonesta de bienes militares (sección 116) y la obtención de un beneficio por favorecer a una persona en negocios con las fuerzas armadas canadienses (sección 117). Los miembros de las fuerzas armadas canadienses pueden ser juzgados en tribunales civiles por delitos tipificados en el Código Penal y ante tribunales militares tanto por delitos del Código Penal como de la Ley de la Defensa Nacional.

Asimismo, se inhabilita a una persona de ocupar cualquier cargo público u otro empleo en el sector público, de ser electa, sesionar o votar como miembro del Parlamento o de una legislatura provincial o de ejercer cualquier derecho de sufragio si ha sido condenada por una infracción encausable por la cual se le haya sentenciado a pena de privación de la libertad de dos años o más, en tanto no haya cumplido con dicha sentencia, o la misma haya sido sustituida por una autoridad competente o se le haya otorgado el perdón. Cualquier persona condenada por fraude contra el gobierno, compra o venta de puestos o venta de bienes defectuosos al gobierno queda inhabilitada para celebrar contratos con el gobierno, recibir cualquier beneficio derivado de contratos entre el gobierno y otras personas y ocupar puestos públicos (sección 750).

Si cualquier persona se confabula estando en Canadá para cometer una ofensa encausable en un lugar fuera de Canadá en el que dicha ofensa sea ilegal, se considerará que cometió el delito de confabulación en Canadá (sección 465(3)). Si cualquier persona se confabula estando fuera de Canadá para cometer una ofensa encausable en Canadá, se considerará que cometió el delito de confabulación en Canadá (sección 465(4)).

La Ley contra la Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros (Corruption of Foreign Public Officials Act) entró en vigor en Canadá el 14 de febrero de 1999. En ella se tipifica el delito de cohecho a un funcionario público extranjero. No solamente se persigue el delito de cohecho a un funcionario público extranjero, sino que también sería posible perseguir, por ejemplo, la confabulación o tentativa de cometerlo. También sería posible perseguir la complicidad y la instigación en la comisión de este delito, la intención en común de cometerlo y la proposición de cometerlo.

En esta ley también se tipifica como delito el lavado de ganancias obtenidas por el cohecho a un funcionario público extranjero y se cubren específicamente los productos encontrados en Canadá resultantes de un acto u omisión fuera de Canadá que, de haber ocurrido en Canadá, habría constituido un delito de cohecho a un funcionario público extranjero. Se tipifican asimismo la posesión en Canadá de bienes o productos obtenidos o derivados del cohecho de un funcionario público extranjero ya sea en Canadá o en el extranjero y su lavado. Estos productos del delito pueden ser incautados, decomisados o confiscados.

En la Sección 132 de la Ley de la Defensa Nacional se prevé también la formulación de cargos por delitos contrarios a las leyes del país en que se cometió el acto u omisión.

Al agregar los delitos de la Ley contra la Corrupción de Funcionarios Públicos Extranjeros al Código Penal, en su sección 183, la policía podrá utilizar legalmente la escucha telefónica y otros medios de vigilancia electrónica para obtener pruebas en casos de cohecho de funcionarios públicos extranjeros y de posesión y lavado de los productos de este delito, lo cual será útil en la investigación de estos delitos nuevos.

A partir del 1 de abril de 1997, la Iniciativa Integrada de Control de Productos del Delito (Integrated Proceeds de Crime, IPOC) estableció diez nuevas unidades de IPOC en todo el país y mantuvo las tres unidades IPOC existentes. Esta iniciativa se propone intensificar la investigación y el juzgamiento de importantes individuos y grupos relacionados con la delincuencia organizada que operan en Canadá. Estas unidades se concentrarán en los productos de toda una gama de delitos, que incluyen los de corrupción, en los que participa la delincuencia organizada. Cada unidad IPOC conjunta representación del Departamento de Justicia Federal, la Real Policía Montada de Canadá, Aduanas, policías provinciales y municipales y contadores forenses.

Puesto que los delitos de esta ley son infracciones encausables, permiten la asistencia jurídica recíproca con base en la Ley de Asistencia Jurídica Recíproca en Materia Penal. La sanción para cada uno de estos delitos es suficiente para permitir la extradición.

El delito de cohecho de un funcionario público extranjero se ha añadido también a la lista de delitos consagrados en la sección 67.5 de la Ley del Impuesto sobre la Renta (Income Tax Act) para evitar la deducibilidad de los sobornos.

La protección de testigos es una de las herramientas más útiles y eficaces con que contamos en la lucha contra la delincuencia. La Ley del Programa de Protección de Testigos en Canadá cubre las necesidades de los servicios policiales y de los posibles testigos y fuentes de información que requieren protección.

La Ley de Administración Financiera establece disposiciones para la administración financiera del Gobierno de Canadá, para el establecimiento y mantenimiento de las cuentas de Canadá y para la fiscalización de las empresas estatales. También tipifica delitos específicos para hacer frente a la corrupción y al fraude. La Ley del Impuesto sobre la Renta contiene disposiciones que prohíben la deducibilidad de los sobornos.

Además, otras leyes federales incluyen disposiciones específicas relacionadas con la conducta de los funcionarios públicos que administran las leyes. Por ejemplo, la Ley de Inmigración prohíbe el cohecho de funcionarios de migración y adjudicadores. La Ley de Estadísticas (Statistics Act) contiene disposiciones específicas respecto al mal uso de esta información para obtener beneficios.

Canadá cuenta con un código sin rango legal sobre conflictos de intereses y situaciones posteriores al empleo para los titulares de cargos públicos federales y con un código para los servidores públicos federales y el personal militar. Estos códigos están diseñados para regir la conducta de los titulares de cargos públicos y servidores públicos federales y mantener y mejorar la confianza del público. Para los fines del Código sobre Conflictos de Intereses y Situaciones Posteriores al Empleo para los Titulares de Cargos Públicos, los “titulares de cargos públicos” incluye a Ministros, Secretarios Parlamentarios y miembros de tiempo completo del Gobernador en Consejo, así como a los miembros de los equipos de planta ministeriales que no son servidores públicos. La Ley Federal de Rendición de Cuentas (11 de diciembre de 2006) amplía e implementa los requisitos relacionados con conflictos de intereses y ética.

La Ley del Parlamento de Canadá contiene varias prohibiciones en materia de conflictos de intereses aplicables a Senadores y miembros del Parlamento. El Reglamento de la Cámara de los Comunes y el Reglamento del Senado de Canadá también abordan cuestiones de conflictos de intereses. Por ejemplo, la sección 16 de la Ley del Parlamento de Canadá prohíbe, entre otras cosas, que cualquier senador reciba compensación por servicios prestados en relación con cualquier asunto del Senado o de la Cámara de los Comunes o por influir o intentar influir en cualquier miembro de cualquiera de las cámaras. La Orden Permanente 21 de la Cámara de los Comunes, por ejemplo, prohíbe que cualquiera de sus miembros vote en cuestiones en las que tenga cualquier interés pecuniario directo.

Además, para reforzar la importancia de la integridad personal dentro del servicio público federal, todos los funcionarios públicos federales nombrados de fuera del servicio público federal tienen la obligación de hacer un juramento o declaración solemne de lealtad y un juramento o afirmación solemne de cometido y secreto.

En las diez provincias y los cuatro territorios de Canadá existen en general reglas de conducta similares en forma de legislación o lineamientos para funcionarios públicos, tanto electos como nombrados.

Varios departamentos tienen órganos investigadores internos, aunque independientes e imparciales, para informar sobre incidentes a la RCMP, a la policía militar o a la autoridad policial que corresponda.

El Código de Conducta de Cabildistas entró en vigor el 1 de marzo de 1997. Este Código establece normas de conducta para todos los miembros de grupos de cabildeo que tienen comunicación con los titulares de cargos públicos. Estas normas constituyen una contraparte a las obligaciones que deben observar los funcionarios federales al interactuar con el público y con los grupos de cabildeo. Asimismo, la Ley de Registro de Cabildistas (Lobbyists Registration Act) fue modificada en 1996 para incrementar la cantidad de información disponible al público respecto a las acciones de cabildeo dirigidas a instituciones federales. 

Pocas instituciones son más importantes para una democracia saludable que las cortes y tribunales. Su importancia se debe a las atribuciones de que disfrutan: la facultad de determinar los derechos entre los individuos y entre los individuos y el gobierno y la facultad de mantener el estado de derecho. En ellas recae la responsabilidad de determinar multitud de asuntos y de tomar decisiones sobre derechos, obligaciones, libertades y propiedades de las personas. Es por eso que la independencia del poder judicial es de importancia fundamental.

El objetivo de que el poder judicial sea independiente es asegurar que todos tengan acceso a un juez imparcial que tenga control sobre los procesos judiciales, de manera que los derechos de las personas que comparezcan ante los tribunales se determinen exclusivamente con base en los hechos y las leyes.

En Canadá, la independencia del órgano judicial es un principio constitucional y jurídico primordial. Este principio se reconoce en la Constitución canadiense y se ha seguido desarrollando y fortaleciendo en sus demás leyes. Las disposiciones básicas de rango constitucional con respecto a la independencia del poder judicial son las que figuran en las secciones 96 a 101 de la Ley Constitucional de 1867, en las que se reconoce específicamente el concepto de independencia del órgano judicial a través de las disposiciones para la judicatura de respeto de la titularidad y la cesación y la fijación y pago de salarios, rentas vitalicias y prestaciones.

El efecto de las otras disposiciones de rango constitucional es otorgar a los jueces y jueces militares garantías sumamente sustanciales contra interferencias arbitrarias o destitución por parte del ejecutivo. La calidad fundamental de los jueces, así como la disposición de sus salarios, prestaciones y pensiones, están garantizados a nivel constitucional.

Algunos de los derechos establecidos en la Carta de Derechos y Libertades Canadiense (Canadian Charter de Rights and Freedoms) garantizan por implicación la independencia del órgano judicial y de los tribunales militares al establecer normas mínimas para las cortes y tribunales encargados de casos penales y de derechos fundamentales específicos.

El concepto del poder judicial independiente goza de auténtico reconocimiento en Canadá y la separación entre los poderes judicial y ejecutivo en el orden federal existe claramente. En Canadá, la independencia e imparcialidad del poder judicial es un principio constitucional y jurídico primordial. Un cambio propuesto por el actual gobierno es el establecimiento de un nuevo cargo, el del “Director de la Fiscalía”, que sería responsable de la conducción de todas las acciones judiciales bajo la ley federal (actualmente, el Procurador General y el Departamento de Justicia y los fiscales provinciales deciden cómo se debe proceder en tales casos).

La Carta de Derechos y Libertades Canadiense estipula también para todas las personas la libertad de conciencia y religión; la libertad de pensamiento, creencia, opinión y expresión, que comprende la libertad de prensa y otros medios de comunicación; la libertad de reunión pacífica; y la libertad de asociación. La Carta Canadiense de Derechos y Libertades garantiza los derechos y libertades en ella estipulados con la sola sujeción a los límites razonables previstos por la ley que puedan justificarse fehacientemente en una sociedad libre y democrática. El acceso de los canadienses a la información gubernamental es un elemento importante del gobierno abierto en Canadá. La Ley de Acceso a la Información incluye el derecho de aplicación coercitiva de acceso público a la mayor parte de la información y registros del gobierno.

En el Comité de Asistencia para el Desarrollo de la Organización para la Cooperación Económica, la CIDA ha apoyado los esfuerzos por poner freno a las prácticas corruptas de adquisición del sector público y la CIDA ha revisado la redacción de sus contratos para asegurar que las responsabilidades de las empresas canadienses sean claras y que los contratistas firmen una promesa de “no cohecho”.

Canadá ha participado también activamente en deliberaciones y negociaciones, en diversos foros internacionales, que incluyen las Naciones Unidas, la Organización de los Estados Americanos, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, el Consejo de Europa, el Commonwealth y el G-8 sobre formas para combatir la corrupción. Canadá es también parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2 de octubre 2007). Comunicación actualizada al Foro Mundial de Lucha contra la Corrupción y Salvaguarda de la Integridad y la Seguridad entre Funcionarios de Justicia y Seguridad. Washington, D.C., 24-26 de febrero de 1999______________

Conclusiones y recomendaciones

Cabe resaltar que, aunque el Capítulo Canadiense de Transparencia Internacional tiene una Junta Directiva representativa y de muy alta calidad que trabaja en forma voluntaria, su labor es muy difícil debido a las graves limitaciones en recursos económicos. ¡De hecho, cuenta con un solo empleado de medio tiempo! En este sentido, es prácticamente imposible vigilar el cumplimiento por parte de Canadá de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) en el entorno de cambios constantes del gobierno nacional de Canadá. Además, no es posible obtener un panorama completo del país si no se cubren las jurisdicciones provinciales, territoriales y de las ciudades principales. En el futuro, para elaborar un informe integral de seguimiento del MESICIC para la sociedad civil canadiense, se requerirá una encuesta nacional de los sistemas de “integridad”.

Una cuestión fundamental en la filosofía ética es si el cumplimiento puede basarse en los valores individuales y la ética personal o si se deben hacer cumplir las reglas coercitivamente. En la actualidad, el gobierno de Canadá claramente está actuando bajo esta última base. Además, en el pasado reciente no se animaba a los empleados a denunciar conductas inapropiadas (“informantes”). El énfasis en la aplicación coercitiva eficiente requiere apoyarse en un conjunto considerable de investigadores con experiencia y unidades “internas” en cada departamento importante. Todavía se requieren amplios esfuerzos de capacitación del personal en materia de ética, valores y conducta, especialmente a su ingreso al servicio público en todos los niveles.

TI Canadá recomienda que el marco del “Plan de Acción” del MESICIC se aplique a todas las jurisdicciones canadienses y está dispuesta a asociarse con otras ONG y con instituciones académicas para lograr la aplicación plena de dicho plan.

Los Planes de Acción nacionales

Durante las reuniones de la Primera Ronda del Comité de Expertos del MESICIC, los países resaltaron la importancia de recibir apoyo para desarrollar e implementar plenamente las disposiciones seleccionadas de la Convención y, en especial, las recomendaciones contenidas en los informes por país adoptados por el Comité.

A tal efecto, la Secretaría General de la OEA, con el apoyo financiero de la Agencia Internacional Canadiense para el Desarrollo (CIDA), llevó a cabo un proyecto piloto para formular Planes de Acción nacionales para la implementación de las recomendaciones del Comité. Durante el proyecto piloto, la Secretaría General de la OEA trabajó con los primeros cuatro países analizados por el Comité en la primera ronda de análisis (Argentina, Colombia, Nicaragua y Paraguay).

En septiembre de 2006, con una contribución de Estados Unidos, la Secretaría General estableció el Fondo Contra la Corrupción para extender esta iniciativa a otros países participantes en el MESICIC.

Plan de Acción
Cada Plan de Acción incluirá los siguientes elementos: 

-
Acciones específicas necesarias para implementar las recomendaciones formuladas por el Comité de Expertos del MESICIC.

-
Institución o entidad gubernamental responsable de dicha implementación.

-
Estimación de costos y recursos necesarios.

-
Cronograma para la ejecución.

-
Indicadores sobre los resultados esperados y su comprobación.

El nuevo gobierno de Canadá ha otorgado una alta prioridad a la implementación de la transparencia y la rendición de cuentas en la administración del gobierno nacional, además de que ha introducido legislación nueva e importante y medidas institucionales para implementar esta prioridad (la Ley Federal de Rendición de Cuentas). Sin embargo, la implementación de estos cambios es difícil. Existen varias lagunas jurídicas en la nueva legislación y se han detectado deficiencias en el marco de rendición de cuentas. Entre las más importantes se encuentran las necesidades de:

1.
Establecer una “Comisión de Nombramientos de Alto Nivel” nacional.

2.
Asegurar la transparencia a través de la apertura del gobierno y el fácil acceso a la información al respecto, que incluya los documentos del Gabinete y el registro eficiente de todos los documentos relacionados con las decisiones gubernamentales en los departamentos.

3.
Fortalecer la rendición de cuentas mediante un mayor uso de auditores internos y unidades especiales de investigación o supervisión.

4.
Recompensar substancialmente a las personas que denuncien conductas inapropiadas, en especial en aquellos casos que conduzcan a ahorros.

5.
Suministrar apoyo jurídico completo a los “informantes” para que preparen sus casos y protegerlos de represalias.

6.
Fiscalizar y supervisar más estrictamente la adquisición y la venta de armamento militar y municiones.

7.
Fiscalizar a nivel estándar las adquisiciones de “emergencia” mediante compras anticipadas y tramitación de contratos previos, así como con inventarios internacionales de bienes y servicios para emergencias.

8.
Establecer una unidad central de vigilancia para dar seguimiento a los tratados y convenciones internacionales, cono la nueva Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción.

El funcionario a quién puede consultarse sobre las respuestas dadas a este cuestionario del MESICIC de la CICC de la OEA es:

Sr. Bob Olivero

Miembro de la Junta Directiva de TI Canadá

Número de teléfono: (709) 229-0093

Correo electrónico: rjo@persona.ca

Fundador y anterior subministro y ejecutivo en jefe de la Comisión del Servicio Público de Newfoundland 

Antiguo Investigador Senior de las Naciones Unidas, División de Investigaciones de la OIOS, Nueva York

Catedrático, Cátedra Channing en Política Pública de la Memorial University of Newfoundland
